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III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

9352 RESOLUCIÓN de 20 de marzo de 1998, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por don Miguel Ángel Martín Cavanna,
en nombre de «Almuhanna, Sociedad Limitada», contra
la negativa de don Juan B. Fuentes López, Registrador
Mercantil de Murcia, a inscribir una escritura de trans-
formación de sociedad anónima en sociedad de respon-
sabilidad limitada.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Miguel Ángel Martín
Cavanna, en nombre de «Almuhanna, Sociedad Limitada, contra la negativa
de don Juan B. Fuentes López, Registrador Mercantil de Murcia, a inscribir
una escritura de transformación de sociedad anónima en sociedad de res-
ponsabilidad limitada.

Hechos

I

Con fecha 15 de marzo de 1995 se otorgó una escritura de transfor-
mación de sociedad anónima en sociedad de responsabilidad limitada,
aumento de capital social por imperativo legal, y cese y nombramiento
de Administrador único, todo ello referido a la sociedad «Almuhanna, Socie-
dad Anónima», ante la Notaria de Cifuentes doña María de los Ángeles
Álvarez Justo, como sustituta legal por imposibilidad y para el protocolo
de la Notaria de Brihuega doña Rocío Mestre Cavanna.

II

Presentada primera copia de la citada escritura en el Registro Mercantil
de Murcia, fue calificada con la siguiente nota: «Denegada la inscripción
del precedente documento por figurar la sociedad disuelta de pleno derecho
a las efectos establecidos en la disposición transitoria sexta, apartado
2.o, del texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas de 22 de diciem-
bre de 1989. Murcia a 16 de mayo de 1995. El Registrador, firma ilegible.
Firmado, Juan B. Fuentes López».

III

Don Miguel Ángel Martín Cavanna, como Administrador único de la
sociedad «Almuhanna, Sociedad Limitada» interpuso recurso gubernativo
contra la calificación del Registrador, argumentando: Que si bien el acuerdo
de transformación sólo fue presentado al Registro el 15 de abril de 1996,
y por ende con posterioridad al 31 de diciembre de 1995, no lo es menos
que sin embargo el mismo quedó protocolizado en la correspondiente escri-
tura pública el 15 de marzo de 1993, y que, por tanto, la cuestión se
centra en establecer el alcance de un acuerdo de transformación de una
sociedad anónima en sociedad de responsabilidad limitada adoptado y
protocolizado antes del 31 de diciembre de 1995 aunque presentado al
Registro con posterioridad, en relación con la disposición transitoria sexta
de la Ley de Sociedades Anónimas; que la transformación, como cambio
de forma o tipo de una sociedad mercantil en otro distinto, aparece pre-
sidida por el principio básico de la continuidad de la personalidad jurídica
de la sociedad, que subsiste bajo la nueva forma adoptada, que, por tanto,
tras el acuerdo adoptado por la sociedad mercantil «Almuhanna, Sociedad
Anónima», en Junta de 31 de octubre de 1994 que resultó protocolizado

el 15 de marzo de 1995, aquélla quedó transformada en sociedad de res-
ponsabilidad limitada con un capital de 500.000 pesetas, por lo que el
31 de diciembre de 1995 no le resultaba ya de aplicación la disposición
transitoria sexta, 2.o, de la Ley de Sociedades Anónimas, prevista sólo
para las sociedades anónimas cuyo capital no hubiera sido aumentado
con anterioridad hasta el mínimo legal de los 10.000.000 de pesetas, pre-
cepto éste al que, en todo caso, por su carácter sancionador ha de dársele
una interpretación restrictiva y en consonancia con el principio de pre-
servación de la sociedad, no siendo precisa la inscripción del acuerdo
de transformación para la adquisición de personalidad jurídica, pues sub-
siste la anterior aunque bajo distinta forma societaria.

IV

El Registrador acordó mantener la calificación recurrida con base en
las siguientes razones: que, como señaló la Resolución de 4 de marzo de
1996, la disolución es una declaración terminante de la Ley que sólo permite
abrir el período liquidatorio, sin que el otorgamiento anterior al 31 de
diciembre de 1995 permita una solución distinta, que igualmente es ino-
perante el que la escritura objeto de recurso sea de transformación porque,
una vez que el Registro ha hecho constar la disolución de pleno derecho
por mandato de la disposición transitoria tantas veces citada, sólo cabe
liquidar la sociedad.

V

El recurrente se alzó contra la decisión del Registrador, reiterando
los argumentos consignados en el recurso contra la nota de calificación,
y añadiendo que la argumentación de la decisión del Registrador contradice
la Resolución de 29 de mayo de 1996, que permite a las sociedades que
hubieran sido disueltas de oficio su reactivación por acuerdo unánime
de los socios, adoptado en la correspondiente Junta.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 4 del Código Civil; 228 del Código de Comercio;
144, 162, 261, 265, 272, 274, 277, 278, 280 a) y disposición transitoria
sexta, párrafo 2.o, de la Ley de Sociedades Anónimas; 121 b) y 123 de
la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada; 55 y 80 del Reglamento
del Registro Mercantil; 108 y 436 del Reglamento Hipotecario, y las Reso-
luciones de 5 de marzo, 29 y 31 de mayo; 5, 10 y 18 de junio, 24 y 25
de julio, 18 y 21 de octubre de 1996, y 3 de julio de 1997.

1. La cuestión planteada consiste en dilucidar el concreto alcance
del mandato normativo constituido en la disposición transitoria sexta,
párrafo 2.o de la Ley de Sociedades Anónimas, lo que, dado su contenido
sancionador, debe estar presidido por un criterio interpretativo estricto
(cfr. artículo 4 del Código Civil).

2. La finalidad de la norma es clara: la desaparición de la sociedad
anónima preexistente a la nueva Ley de Sociedades Anónimas que a partir
del 31 de diciembre de 1995 no hubiere ampliado su capital por encima
del mínimo legal; ahora bien, es obvia que esta desaparición no puede
imponerse de forma radical en un momento determinado, con descono-
cimiento de las múltiples relaciones jurídicas en las que la entidad puede
estar interesada. Es por eso que la norma cuestionada no declara la extin-
ción inmediata de la personalidad de las sociedades anónimas afectadas
a partir de la fecha señalada, sino, exclusivamente, su «disolución de pleno
derecho», expresión ya acuñada por el legislador (vid. artículo 261 Ley
de Sociedades Anónimas), que respeta la persistencia de esa personalidad
jurídica, pero de un modo transitorio, pues excluye la posibilidad de con-
traer nuevas obligaciones y hacer nuevos contratos (cfr. artículos 267 y
272 de la Ley de Sociedades Anónimas y 228 del Código de Comercio),
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e impone la apertura del proceso liquidatorio encaminado a la conclusión
ordenada de las relaciones jurídicas pendientes.

3. Lo anterior en modo alguno se contradice con la previsión adicional
contenida en dicha norma que impone al Registrador la cancelación inme-
diata y de oficio de los asientos registrales relativos a la sociedad; es
cierto que en los supuestos normales se prevé que dicha cancelación seguirá
a la conclusión del proceso liquidatorio y aprobación del balance final
de la sociedad (cfr. artículos 274 y 278 de la Ley de Sociedades Anónimas),
pero ni hay base legal para inferir de tal previsión que la cancelación
de asientos implica la extinción de la personalidad jurídica, ni tal extinción
puede anticiparse al agotamiento de todas las relaciones jurídicas pen-
dientes de la sociedad (cfr. artículos 274-1, 277-2-1.a, 280 a) de la Ley
de Sociedades Anónimas; 121 b) y 123 de la Ley de Sociedades de Res-
ponsabilidad Limitada, y 228 del Código de Comercio y la propia dis-
posición transitoria sexta, párrafo 2.o, Ley de Sociedades Anónimas). La
cancelación de los asientos registrales de una sociedad (que no es sino
una fórmula de mecánica registral para consignar una vicisitud de la socie-
dad, bien que se considera terminada la liquidación, bien la que ahora
es impuesta legalmente de la disolución de pleno derecho) puede preceder
a la definitiva extinción de la personalidad de la sociedad (tanto en los
supuestos normales de disolución si al formularse la solicitud del artículo
278 de la Ley de Sociedades Anónimas no hubieran sido tenidas en cuenta
determinadas relaciones jurídicas pendientes de la sociedad, como en el
caso de la disposición transitoria comentada), y en consecuencia, tal situa-
ción registral no puede ser considerada como obstáculo a la práctica de
eventuales asientos posteriores que la subsistencia de la personalidad jurí-
dica implique y que sean compatibles con la transitoriedad y finalidad
liquidatoria de esa subsistencia, y todo ello sin prejuzgar ahora si, como
parece deducirse de la interpretación conjunta de los artículos 261 de
la Ley de Sociedades Anónimas (que prevé otro supuesto de disolución
de pleno derecho) y 251 del mismo texto legal, así como de la inexistencia
en esta Ley de un precepto similar al artículo 106-2.o de la Ley de Sociedades
de Responsabilidad Limitada, es posible acordar la reactivación de la socie-
dad anónima disuelta por aplicación de la disposición transitoria sexta
de la Ley de Sociedades Anónimas, máxime si es por acuerdo unánime
de todos los socios.

Esta Dirección General acuerda confirmar el acuerdo y nota del Regis-
trador.

Madrid, 20 de marzo de 1998.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Sr. Registrador Mercantil de Murcia.

9353 RESOLUCIÓN de 25 de marzo de 1998, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales don
Leopoldo Rodes Durall, en representación de don Joaquín
Viñas Riera, frente a la negativa del Registrador de la
Propiedad número 8 de los de Barcelona, don Juan José
Ortín Cavallé, a cancelar determinadas cargas, en virtud
de apelación del Registrador.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri-
bunales don Leopoldo Rodes Durall, en representación de don Joaquín
Viñas Riera, frente a la negativa del Registrador de la Propiedad número 8
de los de Barcelona, don Juan José Ortín Cavallé, a cancelar determinadas
cargas, en virtud de apelación del Registrador.

Hechos

I

En el Juzgado de Primera Instancia número 12 de los de Barcelona
se siguieron, con el número 627/1991, autos de procedimiento sumario
del artículo 131 de la Ley Hipotecaria, para la ejecución de la hipoteca
constituida sobre una finca y participación indivisa de otra en garantía
de determinada obligación, que finalizaron por auto de fecha 23 de diciem-
bre de 1993 aprobando el remate y adjudicando las fincas a don Joaquín
Viñas Riera.

El 4 de enero de 1994 se libró por la Magistrada-Juez de dicho Juzgado
un mandamiento al Registrador de la Propiedad número 8 de Barcelona
a fin de que se procediera a cumplir con lo acordado en la parte dispositiva
del auto, ya firme, que se acompañaba, y del que resulta que se ordena
la cancelación de la hipoteca ejecutada y cargas posteriores, haciendo

constar que: «El precio obtenido ha sido superior al crédito de la parte
actora, motivo por el que se ha transferido la suma de un millón doscientas
sesenta y tres mil quinientas sesenta y ocho pesetas al Juzgado de Primera
Instancia número 2 de Barcelona, habida cuenta que había solicitado el
sobrante que pudiera existir en estos autos para destinarlo al pago de
las sumas adeudadas en los autos 1.080/1989-2 que se siguen en ese
Juzgado.»

II

Presentado el citado mandamiento en el Registro de la Propiedad núme-
ro 8 de Barcelona, fue calificado con la siguiente nota: «Denegada la ins-
cripción del precedente mandamiento por los siguientes defectos: 1.o Por
destinarse la cantidad sobrante, una vez satisfecho el crédito del actor,
de 1.263.568 pesetas, exclusivamente al pago de las sumas adeudadas en
los autos 1.080/1989-2, seguidos ante el Juzgado de Primera Instancia núme-
ro 2 de Barcelona, transfiriéndose la citada cantidad a dicho Juzgado en
lugar de hacerlo al “establecimiento público destinado al efecto, a dis-
posición de todos los acreedores posteriores”, conforme a la regla 17, apar-
tado 1, del artículo 131 de la Ley Hipotecaria. Antes y después de las
anotaciones correspondientes a los citados autos, constan practicados
otros asientos referenciados en la certificación de cargas expedida en su
día al amparo de lo previsto en la regla 4.a del mencionado artículo 131.
2.o Por no constar referencia expresa al número, letra, folio y tomo donde
consten las inscripciones y anotaciones posteriores a la hipoteca base
del procedimiento, inscritas o anotadas con anterioridad a la extensión
de la nota del párrafo 49 de la regla 4.o del artículo 131 de la Ley Hipotecaria,
‘‘sin que sea suficiente ordenar que se cancelen todas las posteriores a
la hipoteca del actor’’, según el artículo 233 del Reglamento Hipotecario.
Se considera el segundo defecto subsanable y el primero insubsanable,
por lo que no se practica anotación preventiva por defecto subsanable
del título presentado. Contra la presente nota de calificación, extendida
a solicitud del presentante, cabe interponer recurso, en la forma y plazo
que establecen los artículos 66 de la Ley Hipotecaria y 112 y siguientes
del Reglamento para su ejecución y disposición adicional séptima de la
Ley Orgánica del Poder Judicial. Barcelona, 19 de mayo de 1994. El Regis-
trador. Sigue una firma. Firmado, Juan José Ortín Caballé».

III

Don Leopoldo Rodes Durall, Procurador de los Tribunales, actuando
en representación de don Joaquín Viñas Riera, interpuso recurso guber-
nativo frente al primero de los defectos de la anterior nota de calificación,
en base a dos razones: La primera, que supone una intromisión en lo
que es competencia exclusiva judicial al margen de las facultades de cali-
ficación, con invocación de abundante doctrina de esta Dirección General;
y la segunda, que para la doctrina más autorizada la distribución del sobran-
te entre los acreedores posteriores incumbe al Juez como incidencia del
procedimiento, quedando a salvo el derecho del eventual agraviado a
impugnar la distribución a través del oportuno procedimiento declarativo,
tema ajeno al Registro cuya protección de los titulares de derechos pos-
teriores a la hipoteca ejecutada se agota con la notificación de la existencia
del procedimiento.

IV

El Registrador que calificara el mandamiento informó en defensa de
su nota: 1.o Que la calificación no ha rebasado los límites del artículo 100
del Reglamento Hipotecario, pues se centra en obstáculos provenientes
de la falta de congruencia del mandato con el procedimiento y de los
obstáculos que surgen del Registro, y que la cita de doctrina de este Centro
es errónea, en especial por lo que se refiere a la Resolución de 27 de
noviembre de 1961, que, precisamente, refuerza el significado de la con-
signación del sobrante, aunque en el Registro no aparezcan cargas pos-
teriores, siendo así que la protección de esos acreedores es cuestión sujeta
a calificación en base a: a) la falta de idoneidad del procedimiento del
artículo 131 de la Ley Hipotecaria para alterar el principio de la «par
conditio creditorum», con lo que se está ante una falta de congruencia
del mandato con el procedimiento, y b) la doctrina de las resoluciones
de 28 de enero de 1987 y 27 de julio de 1988 que configuraron la singular
relevancia en la calificación de los documentos judiciales de los obstáculos
que surjan del Registro, habiendo de entenderse por tales la falta de garan-
tías de los derechos de terceros afectados por el procedimiento, una de
las cuales es la consignación de sobrantes según resulta de la primera
de aquellas resoluciones. 2.o Que las citas doctrinales a que acude el
recurrente están faltas de precisión, por lo que procede a un análisis


